LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

SANCIONA CON FUERZA

DE LEY:

ARTÍCULO 1°: 
Objeto y Ámbito de aplicación. La presente ley tiene por objeto garantizar y regular el acceso a los procedimientos y técnicas médico-asistenciales de reproducción médicamente asistida en el territorio de la Provincia de Entre Ríos. 

ARTÍCULO 2°: 
Adhesión. A los efectos de la presente ley, se adhiere a los art. 2°, art. 7°, art. 8° in fine y art. 10° de la ley Nacional de Reproducción Médicamente Asistida por ser normas de orden público y de aplicación en todo el territorio de la República Argentina.

ARTÍCULO 3°:        Objetivos. Son los objetivos de la presente, entre otros:

a)  Garantizar el mayor nivel de tratamiento médico asistencial integral y asegurar el derecho de acceso igualitario de todos los beneficiarios a las prácticas normadas en la presente;

b)  Regular, controlar, supervisar y publicitar los centros médicos públicos y privados habilitados que realicen tanto los diagnósticos y tratamientos de reproducción médicamente asistida;

c)  Elaborar estadísticas para el conocimiento, estudio y seguimiento de esta problemática, a través de la Autoridad de Aplicación;

d) Efectuar campañas en todo el ámbito del territorio provincial a fin de promoverlos cuidados de fertilidad en mujeres y varones;

 e) Propiciar el desarrollo de centros de referencia de procreación humana asistida integral en efectores públicos, cuyo número y ubicación definirá la Autoridad de Aplicación con miras a facilitar el acceso a la población de todo el territorio provincial;

f)   Promover la formación y especialización permanente de recursos humanos en los procedimientos y técnicas de reproducción médicamente asistida, dentro y para los efectores públicos de salud.

ARTÍCULO 4°: 
Autoridad de Aplicación. El Poder Ejecutivo determinará la Autoridad de Aplicación, quien tendrá a su cargo, las disposiciones de la presente ley. La Autoridad de Aplicación dictará su propia reglamentación dentro de los 90 días de constituido.

Tendrá dentro de su ámbito de competencia, la conformación de un registro único en el que deben estar inscriptos todos aquellos establecimientos sanitarios habilitados para realizar procedimientos y técnicas de reproducción médicamente asistida. 

ARTÍCULO 5°:
Requisitos. Los procedimientos y técnicas de reproducción médicamente asistida sólo pueden realizarse en los establecimientos sanitarios habilitados que cumplan con los requisitos que determine la Autoridad de Aplicación. 

ARTÍCULO 6°: 
Beneficiarios: El Estado Provincial, a través de sus efectores públicos, deberá otorgar los citados tratamientos destinados a garantizar los derechos de los habitantes de la Provincia de Entre Ríos, con dos (2) años de residencia en la misma, preferentemente a quienes carezcan de todo tipo de cobertura médico-asistencial integral en el sistema de seguridad social y medicina prepaga.

ARTÍCULO 7°:
Incorpórese dentro de las prestaciones del Instituto de Obra Social de la Provincia de Entre Ríos (I.O.S.P.E.R.), la cobertura médico asistencial integral conforme el objeto de la presente.

ARTÍCULO 8°: 
Incorpórese dentro de las prestaciones de las obras sociales y de medicina prepaga con actuación en el ámbito de la Provincia de Entre Ríos, la cobertura médico-asistencial integral conforme al objeto de la presente, según las especificaciones que a tal efecto dicte la Autoridad de Aplicación y en cumplimiento de la normativa nacional.

ARTÍCULO 9: 
Comuníquese al Poder Ejecutivo Provincial. 

                                              FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

Hace unos días, el Congreso Nacional promulgo una Ley que tiene por objeto garantizar y regular el ejercicio de un derecho. Se trata del derecho a concebir un hijo mediante la utilización de técnicas de reproducción humana asistida, estableciendo el acceso a todas las personas capaces mayores de edad, que hayan otorgado su consentimiento previo, informado y libre.

La normativa, viene a cumplir con la imperiosa necesidad de una legislación que brinde solución a las diversas cuestiones jurídicas que se plantean ante la utilización de Técnicas de Reproducción Humana Asistida y a satisfacer el derecho de los ciudadanos a acceder a una prestación de salud.

Esta novel normativa, contempla las cuestiones que giran en torno al ejercicio del mentado derecho, teniendo a la vista el Anteproyecto del Código Civil y Comercial de la Nación
.

El derecho a formar una familia se conjuga con el derecho a procrear. Quienes no pueden concebir un hijo de forma natural, ya sea por padecer infertilidad y esterilidad o en virtud de su elección de vida, se encuentran en una situación de desigualdad respecto de quienes pueden formar una familia sin necesidad de intervención médica.

Y si le agregamos, que dichos  derechos, reproductivos y a formar una familia, en el sentido ampliado del concepto, son reconocidos en diferentes Tratados, Convenciones, Conferencias, Pactos de derechos humanos. 

En otras palabras, el derecho a la procreación y a formar una familia son derechos humanos básicos. Por lo tanto, como dice la doctrina, “hay derecho a acceder a técnicas de reproducción porque hay derecho a procrear ya que tanto la Constitución como todos los tratados de derechos humanos reconocen el derecho a formar una familia".

La jurisprudencia en nuestra provincia, es coincidente con los preceptos desarrollados. La Cámara Federal de Paraná, en fallo del 2009, dicta una sentencia donde condena a la demandada a cubrir el 100% de un tratamiento de ICSI
. 

El primer argumento del fallo incorpora el concepto de salud amplio que estableció a OMS afirmando que: “La salud reproductiva abarca la salud psicofísica de ambos peticionarios y la misma se ha visto afectada por una oligoteratospermia severa y una disminución de la reserva ovárica y que provoca una infertilidad que sólo podría ser superada a través de una de las técnicas de reproducción asistida, en el caso concretamente con el tratamiento de Fertilización Asistida mediante técnica ICSI más Assisted Hatching (AH). Así, la infertilidad entendida como un funcionamiento anormal del sistema reproductivo debe ser considerada como una enfermedad y como tal merece ser tratada”. 

El segundo argumento ya tratado en los precedente “Ayuso”
 y el fallo de la Cámara Contencioso Administrativo de San Nicolás contra el IOMA
, respecto a que el Programa Médico Obligatorio de no es, ni debe ser, una normativa rígida, sino que debe ser actualizada como lo establece la ley. Dice: “Aun cuando la ley 23.661 en su art. 28 prevé la actualización periódica de las prestaciones que deben satisfacer las obras sociales, a fin de incorporar los permanentes avances científicos y tecnológicos que se registran en el campo de la medicina en sus más diversos aspectos, la ley no ha avanzado a la par que el desarrollo de la ciencia médica y no contempla en ninguna de sus normas legales o infralegales la cobertura de los tratamientos de fecundación In Vitro”. 
La circunstancia de no encontrarse contempladas- dice el fallo- en el Programa Médico Obligatorio  “…las nuevas prácticas científicas para el tratamiento de la infertilidad importa una limitación para las personas afectadas, que vulnera la voluntad de procrear, de formar una familia, originando una situación de desigualdad respecto de quiénes no se encuentran condicionados por la naturaleza (esterilidad) de ejercer dichos derechos…”.
El STJER se expidió particularmente en procesos contra el IOSPER. El Superior hace lugar a la cobertura de fertilización asistida, pero estableciendo criterios de cobertura parcial de la misma. En sentencia de fecha 26/05/2009
, STJ, confirma la sentencia de grado, y condena parcialmente IOSPER a proporcionarle al afiliado el 60% de la cobertura y por el 40% restante un crédito asistencial para que pueda afrontar dicho porcentaje del tratamiento de fertilización asistida, descontándole para su pago sólo hasta el 10% de los haberes nominales que el mismo percibe. 

En primer lugar, el voto de la mayoría reconoce que el hecho que “…la cobertura no esté incluida en el PMO(prestación médica obligatoria), no es óbice para no otorgarla…”, porque “… podemos entender que el hecho de no estar la fertilización in vitro contemplada en el Programa Medico Asistencial Obligatorio, no constituye por si solo una limitación para los agentes del seguro de salud, sino que aquel instrumento, consiste en una enumeración no taxativa de la cobertura mínima que los beneficiarios están en condiciones de exigir a las obras sociales." 

Luego establece que el 60% de la cobertura a cargo de IOSPER y el 40% restante a cargo del beneficiario, que pagaría con un crédito que el propio IOSPER le proporcionaría, cumpliendo con el artículo 19 de la Constitución de Entre Ríos.

Para sostener esta postura, el voto del Dr. Chiara Diaz (que forma la mayoría) se sustenta en que “el principio de integralidad de la prestación asistencial constituye su regla básica, pues la prestación debe ser ejecutada del modo más eficaz e idóneo y satisfacer condiciones mínimas acordes con las exigencias y el desarrollo evolutivo de la ciencia médica en un determinado momento histórico, y en relación a la situación particular de cada enfermo” y que “el concepto de salud debe ser concebido en un sentido dinámico que implica la actualización y aplicación de avances científicos y tecnológicos” (Conf. Weingarten, Celia, “Los nuevos temas de salud. Obesidad y desafíos jurídicos”, Suplemento de Actualidad, de. La Ley, del 23/2/2006).- 

El voto reconoce que argumentar de este modo, implica reconocer los actos propios de IOSPER ya que “…cuadra señalar que existen diversas prestaciones brindadas por el Instituto de la Obra Social de la Provincia de Entre Ríos que no se incluyen en el Programa Médico Asistencial Obligatorio. La prueba más reciente de su aptitud y capacidad para prestar cobertura a prestaciones que se encontraban fuera del mencionado programa, es el sistema recientemente implementado de Fondo Voluntario para Servicios Especiales mediante el cual y previo pago de una suma mínima, el IOSPER cubre determinadas practicas de alta complejidad y alto costo prestacional, que no se encuentran en el PMO”. 

Al año siguiente, en 2010, el STJ de nuestra Provincia, reitera su postura in re: “M. A. y otra c/ I.O.S.P.E.R s/ acción de amparo” Sala de Procedimientos Constitucionales y Penal de fecha 09 de Marzo de 2010. 

Es de destacar que el IOSPER y el sistema público de salud en nuestra provincia son por lejos los principales agentes de las coberturas de salud de la población entrerriana. Dado la situación jurisprudencial y la incorporación  del nuevo plexo normativo nacional de orden público, es indispensable promover una ley en el ámbito provincial, con el objeto de garantizar y regular el acceso a estos derechos.  

Por lo tanto, hoy nuestra provincia, necesita una normativa que determine ámbito de aplicación, autoridades y requisitos para la efectiva utilización de los recursos materiales y humanos con el objeto de  garantizar el acceso integral a dichos procedimientos.

Por lo expuesto, solicito a los colegas senadores el acompañamiento del presente proyecto de ley.




� Chieno, María Elena, Feletti, Roberto José, Córdoba, Estela Maris, Puiggros, Adriana Victoria, Barrandeguy, Raúl Enrique y otros, Expte.  2568-D-2012.


� Cámara Federal de Paraná, Entre Ríos, in re: “S. M. J. y otro c/ Swiss Medical S.A. s/ amparo” 14/08/2009


� “Ayuso Marcelo Roberto y otros contra obra social de la Ciudad de Buenos Aires s/amparo (art. 14 caba)” 20/11/2007


� Cámara Contencioso Administrativo de San Nicolás, Buenos Aires, in re: “S.A.F y A.H.A S/ amparo“ 17/05/2007


� STJER, Entre Ríos, in re: “A., A. A. c/ i.o.s.p.e.r. s/ acción de amparo”
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